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Exp. 1149/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1149/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL; DIRECCION GENERAL DE INGRESOS; AMBOS PERTENCIENTES A LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a siete de junio del dos mil veintitrés.

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1149/2022/2, promovido por la C.  **********, contra actos del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado,  y 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cinco de diciembre del dos mil veintidós, compareció la C. **********,**********a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, señalando como acto impugnado el que hizo consistir de la siguiente manera:

La RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA, recaída al escrito de fecha 29 de julio de 2021, recibido por la demandada el día 04 de agosto de 2021, en el cual la ahora actora interpuso recurso de revocación en contra de la resolución que determina MULTAS POR INFRACCIÓN (ES) ESTABLECIDA (S) EN EL CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, identificada con el crédito fiscal **********, de fecha 29 de junio de 2021, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, sin que a la fecha la autoridad demandada, haya resuelto el referido medio de impugnación, por lo que ante tal omisión, se deja a mi demandante en completo estado de indefensión.”

II.- Mediante proveído de quince de diciembre del dos mil veintidós, se dio cuenta del escrito de demanda y toda vez que de una revisión al escrito exhibido por la parte actora anexo a su demanda, en el que consta el recurso de revocación que interpuso por la determinación del crédito fiscal ya señalado en el resultando anterior, y dado que el mismo se encuentra dirigido a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; con fundamento en el artículo 230, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado, además Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, esta Segunda Sala Unitaria, considero que también se llamara a juicio como demandada a la Dirección General de Ingresos de la misma Secretaria.
Consecuentemente se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Asimismo, se tuvo a la parte accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se resolviera sobre la contestación de la demanda.

III.- En auto de fecha treinta de enero del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio signado por el **********, su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos y del Director de Recaudación y Política Fiscal, dependientes de la citada Secretaría; recibido el veintitrés de enero del año en curso en la oficialía de partes de este Tribunal.
Por tanto, se tuvo por contestada la demanda al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, en virtud de lo cual con la copia simple del oficio contestatorio y su anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

Del actor:

· Copia fotostática simple del acuse de recibo del recurso de revocación presentado por el actor ante la autoridad demandada.

· Resolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha veintinueve de junio de dos mil veintiuno.
Dado que la documental relativa a la determinación del crédito fiscal **********, antes señalada fue exhibida en forma ilegible por la parte actora; con fundamento en el artículo 71 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se requirió a las autoridades demandadas para que en el término de tres días previsto el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado, por disposición de su numeral 217, remitieran copia certificada de la citada documental, apercibidas  que de no cumplir con el citado  requerimiento se les podrían aplicar en su perjuicio, alguna de las medidas de apremio que establece el artículo 127 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal.

Al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Finanzas: se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· Copia certificada del oficio **********, de fecha diecisiete de enero de dos mil veintitrés.

· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.

Por otra parte y en virtud de que el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en su contestación de demanda, señalo que resolvió el recurso de revocación interpuesto por el aquí actor, mediante el oficio **********del que exhibió copia fotostática certificada, mediante el cual confirma la determinación del crédito fiscal **********; a efecto de no dejar en estado de indefensión al actor, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles para ampliar la demanda respecto de la citada resolución; o bien, dado a que la demandada emitió una resolución confirmativa ficta al contestar la demanda, se precisó al actor que de no combatir la misma mediante la ampliación de demanda, se le dejaban a salvo sus derechos para que promoviera un nuevo juicio respecto de la resolución contenida en el oficio **********; dentro del plazo de treinta días previsto en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por último se precisó que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la parte para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia final.
IV.- En proveído dictado el primero de marzo del dos mil veintitrés, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por contestando el requerimiento formulado en el punto 3.1.2., del acuerdo dictado el treinta de enero de este año y por exhibiendo en fotostática copia certificada, la rresolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha veintinueve de junio de dos mil veintiuno; en tal virtud, se tuvo a la citada autoridad demandada por cumplimentado el requerimiento formulado en el mencionado proveído y en consecuencia se dejó sin efecto el apercibimiento correspondiente.
Por otra parte, se tuvo a la accionante por interpuesta  la ampliación de la demanda en los términos expuestos, a tal efecto, con una copia simple del escrito de ampliación, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran la ampliación de demanda dentro del término de diez días, manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos que ésta se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendrá por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Asimismo se precisó que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la parte actora para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final.
V.- En auto de fecha dieciséis de marzo del dos mil veintitrés, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos y del Director de Recaudación y Política Fiscal de la citada Secretaría; por dando  contestación a la ampliación de demanda; por lo tanto, con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.
Con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo a la autoridad demandada dentro de la ampliación de demanda; se le tuvo por haciendo la manifestación siguiente: que reitera como pruebas de su parte, dentro de la ampliación de demanda, las siguientes:

La documental consistente en copia certificada del citatorio y acta de notificación de fechas ocho y nueve de julio de dos mil veintiuno, relativas al crédito fiscal **********, detallada en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

La instrumental de actuaciones.

La presuncional legal y humana.

Por último, se señalaron las nueve horas con treinta minutos del veinte de abril del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia de ley y se hizo la precisión que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, por lo que la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.

VI.- En la fecha y hora indicada - nueve horas con treinta minutos del veinte de abril del dos mil veintitrés- tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación a la de misma; se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo. 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 7 fracción I, y 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- Por ser una cuestión de orden público y estudio preferente, se analizará, en primer lugar, la oportunidad de la acción.

El artículo 24 en su fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone:

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. 

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos. c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha. 

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; 

II. De tres años cuando sean las autoridades las que impugnen una resolución administrativa o fiscal favorable a los particulares, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público, contado a partir de la fecha de la resolución impugnada;

III. De quince días tratándose de la vía sumaria en los casos que determina este Código, y 

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”

Del precepto se deduce, que en el caso de negativa ficta, el plazo para presentar su demanda ante este Tribunal será en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.

Ahora, la demandante sustenta la negativa ficta que reclama, en el escrito recepcionado por la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, el día 04 cuatro de agosto de 2021 dos mil veintiuno, mediante el cual interpuso Recurso de Revocación en contra de la resolución determinante de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, identificada con el crédito fiscal **********emitida con fecha 29 veintinueve de junio del 2021 dos mil veintiuno, por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual consta a fojas 5 a la 11 de los presentes autos, petición no resuelta, dirigida a la mencionada autoridad, documental que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el numeral 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, si la recepción del escrito lo fue el día 04 cuatro de agosto de 2021 dos mil veintiuno, según se advierte del documento, en la que se hace constar el sello de recepción por parte de la demandada, y la demanda se presentó el 5 cinco de diciembre del 2022 dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes de este Tribunal; esto es habiendo transcurrido con exceso el plazo de dos meses necesario para que la dependencia o entidad resolviera lo correspondiente.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En cuanto al interés jurídico de la parte actora, está plenamente acreditado ya que comparece a juicio la C. **********, a impugnar la negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha 4 cuatro de agosto del 2021 dos mil veintiuno, mediante el cual interpuso Recurso de Revocación en contra de la resolución determinante de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, identificada con el crédito fiscal **********emitida con fecha 29 veintinueve de noviembre del 2021 dos mil veintiuno, por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado.
Aunado a lo anterior, la parte actora acompaño a su escrito inicial de demanda el acuse de recepción del escrito de Recurso de Revocación con sello de recibido por la Oficialía de Partes de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, con fecha “04 AGO 2021”, respecto de la resolución que contiene multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, identificado como crédito fiscal **********; documental que obra a foja 5 a la 11 del expediente en el que se actúa, de ahí que acredita su legitimidad para comparecer a juicio.
Tocante a la autoridad demandada compareció a dar contestación el **********, su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos y del Director de Recaudación y Política Fiscal, dependientes de la citada Secretaría; el cual para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 29 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo, es la NEGATIVA FICTA por parte del Director General de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que recayó al RECURSO DE REVOCACIÓN, presentado el 4 cuatro de agosto de 2021 dos mil veintiuno, ante la Oficialía de partes de la citada Secretaria, en contra del acto de autoridad identificado como crédito fiscal **********, en el que se impuso a la parte actora trece multas por la cantidad total de **********, por concepto de la presentación extemporánea de la declaración o formulario de pago a que está obligada de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondientes a los meses enero a diciembre del dos mil diecisiete y enero del dos mil dieciocho, y previo requerimiento de autoridad **********; según constancia visible de la foja 43 y 44 del expediente en el que se actúa, que merece valor probatorio pleno, en términos de lo previsto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de lo cual, este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación, vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público, que se tienen que estudiar de oficio y cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

SEXTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito inicial de demanda, se localizan de la foja 3 y del escrito de ampliación a la demanda a la foja 47 a la 50 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
“Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- En virtud del tipo de Litis planteada en el presente juicio contencioso administrativo, por cuestión de método, la suscrita Magistrada procede primero a determinar si se ha configurado o no la negativa ficta que impugna el demandante –existencia del acto debatido- y de configurarse, proceder a analizar sobre su legalidad.

Así las cosas, en primer lugar, es necesario determinar si en la especie se configuró la resolución negativa ficta.
En congruencia con lo anterior, cabe destacar que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la Autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente, por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 
En ese orden de ideas, la figura de la negativa ficta, implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer en cuatro elementos a saber:
a) Un presupuesto, la existencia de una petición;

b) Una omisión, la abstención de responder;

c) Uno normativo, el plazo legal y;

d) Una consecuencia, la negación de lo pedido.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

Novena Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 
En ese contexto, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.

Así, la negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1.- Como ya se ha mencionado con anterioridad, dentro las constancias que obran en autos se encuentra el escrito de interposición del Recurso de revocación, en contra de las resoluciones que contiene multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, identificada con el crédito fiscal **********, presentado por la parte accionante ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado; el cual se encuentra visibles a fojas 5 a la 11 del expediente, en virtud de haber sido exhibida por la parte actora, y en la que se advierte que tiene plasmado el sello de recibido en fecha 4 cuatro de agosto del 2021 dos mil veintiuno, por la Oficialía de partes de la Secretaria de Finanzas; con lo que se corrobora lo expresado por la parte actora, en el sentido de que mediante escrito recibido el cuatro de agosto del dos mil veintiuno, interpuso ante las autoridades demandadas RECURSO DE REVOCACIÓN, en contra del crédito fiscal **********, de fecha 29 veintinueve de junio del 2021 dos mil veintiuno;  lo que justifica el hecho relativo a la recepción por la mencionada dependencia de la instancia planteada por la aquí actora.

2.- En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la Actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de lo que sigue que corresponde a las Autoridades demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo; sin embargo, en la contestación de demanda, las autoridades demandadas, si bien es cierto, refieren la existencia de una resolución, también es cierto, que no exhiben documento alguno en el que conste que dicha resolución le fue debidamente notificada a la parte Actora, y que así sirva de base para desvirtuar la negativa ficta; es decir no se acredita la existencia de una resolución expresa debidamente notificada a la parte actora, para desvirtuar la negativa ficta, circunstancia que acredita el segundo de los elementos.

3.- Por lo  que se refiere al tercero y cuarto de los elementos para configurar la negativa ficta, que en ese orden son el normativo relativo al plazo legal para contestar la instancia formulada, y que esto tenga como consecuencia legal la negación de lo pedido, tales elementos se encuentran en el artículo 44 del Código Fiscal del Estado el Estado de San Luis Potosí, que dispone, no podrá exceder de dos meses el plazo para que las autoridades fiscales resuelva lo que corresponda y que transcurrido dicho plazo, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, en seguida se transcribe el precepto legal en cita.
“ARTICULO 44.- Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional..”

Por lo tanto, es evidente que en la especie se configuró la resolución negativa ficta, puesto que el citado precepto legal le confiere la presunción legal de resolución en sentido negativo a lo pedido, a esa falta de respuesta de la Autoridad a la que se formuló la instancia.

En ese sentido debe decirse que conforme a lo previsto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada tendrá la oportunidad procesal de sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos que considere aplicables, pues no por configurarse la negativa ficta, por sí misma se vuelve una resolución ilegal, toda vez que de igual manera podría declararse su legalidad. En este orden de ideas, en el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.

Bajo esa premisa, en el caso se tiene que el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, al contestar la demanda contra la negativa ficta, exhibe una respuesta negativa expresa a la petición del accionante, lo que implica que los fundamentos y motivos que la sustentan se tengan como respaldo de la negativa ficta, para que, con base en ello, esta Sala pueda analizar ese nuevo acto, a la luz de los conceptos de impugnación que formula el actor.

Por tanto, enseguida, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la Resolución negativa expresa, dirimiendo sobre el fondo del asunto conforme a las constancias que obran dentro del expediente. 

En ese contexto, según se advierte de la documental visible a foja 49 de autos, consistente en el oficio **********, en el que señala el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, se resuelve el Recurso de Revocación interpuesto por el ahora actor en contra del crédito fiscal **********, de fecha 29 veintinueve de junio del 2021 dos mil veintiuno, la cual en su resolutivo primero confirma el acto materia del recurso; documento cuya imagen digitalizada se inserta a continuación.
(Imagen digitalizada)

De la imagen digitalizada se advierte que en lo substancial, la autoridad demandada resuelve el recurso de revocación y en su considerando cuarto, califica como inoperantes los agravios planteados por el recurrente bajo los términos siguientes: en cuanto al primero, señala que el hecho de haber señalado el artículo 14 de manera excesiva, no le causa ningún agravio a la contribuyente; respecto al segundo, precisa que el procedimiento de notificación del requerimiento de obligaciones omitidas, se llevó a cabo en términos del artículo 72 fracción I y 73 del Código Fiscal del Estado; en lo que hace al tercero, señala que la fundamentación de la infracción si encuadra con la motivación emitida por la autoridad fiscalizadora, porque en la misma no se menciona que el motivo de la multa fuera porque la contribuyente hubiera cumplido a requerimiento de la autoridad, sino que esta cumplió de manera extemporánea. Finalmente en su resolutivo primero, confirma el crédito fiscal **********, de fecha 29 de junio del 2021, signado por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por concepto de multa por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente a los meses de enero a diciembre de 2017 y enero de 2018, por la cantidad de **********.
Respecto a los razonamientos que produce la demandada, en la resolución expresa del recurso de revocación, el actor ejerció su derecho de ampliación de demanda y señalo como actos impugnados, además de los señalados en el escrito inicial, la resolución contenida en el oficio **********, de fecha 17 de enero de 2023, relativa al recurso de revocación y al respecto a manera de agravios señalo lo siguiente:

a) Que en el considerando cuarto, la demandada señala que no le asiste la razón a la reclamante, bajo el argumento de que el requerimiento de obligaciones omitidas, el acta de notificación y el citatorio que le fueron remitidos en copia certificada acreditan que el procedimiento se llevó a cabo de manera legal y que obran en autos las copias certificadas que le fueron remitidas por la Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de obligaciones Fiscales, mediante memorándum **********, donde desglosa los días que acudieron al domicilio de la hoy actora; pero que dicho argumento es insuficiente para demostrar la notificación del requerimiento de obligaciones que señala la autoridad demandada, ya que no exhibió como prueba de su parte, el citado requerimiento, ni la constancia de notificación del mismo, documentos los cuales debieron haberse exhibido considerando que en el escrito de recurso de revocación se niega lisa y llanamente el requerimiento de obligaciones.
b) Que en el considerando quinto de la resolución del recurso, la demandada pretende modificar la propia resolución crediticia, argumentando que el motivo de la determinación fue porque se presentó extemporáneamente las declaraciones; sin embargo, en la resolución del crédito fiscal se estableció multa por haber presentado extemporáneamente las declaraciones y formularios de pago, que fueron solicitadas mediante requerimiento que invoca en la propia resolución; por tanto, no se configura la conducta de reproche, por lo que procede es que se deje sin efectos la resolución crediticia, junto con la resolución del recurso de revocación, pues no existe una concordancia entre el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, con el 154 fracción I, del mismo Código, que sanciona es cada obligación omitida, mas no el haber presentado las declaraciones o formularios de pago extemporáneamente, por lo que no se actualiza el supuesto sancionador y el tipo administrativo, razón por la cual no se satisface el principio de tipicidad.
Ahora bien, a juicio de la Magistrada titular de la Segunda Sala, estima que resulta fundado el primero de los argumentos que hace el actor en su escrito de ampliación de demanda, en razón de las siguientes consideraciones.
Respecto del crédito fiscal que le fue determinado, la actora en principio niega lisa y llanamente que le haya sido notificado y entregado el requerimiento de obligaciones con número de emisión **********, a que se refiere la autoridad en el crédito fiscal ********** y refiere que tampoco se realizó la notificación del mismo y además que la autoridad demandada no prueba la existencia de dicho requerimiento y de la notificación del mismo; de ahí que ante dicha negativa por parte del actor, le fue revertida la carga probatoria de acreditar la certeza de los hechos negados a la autoridad demandada.

Lo anterior es así dado que se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La autoridad demandada por su parte, no obstante tener la carga de la prueba no acredito la existencia del Requerimiento de autoridad que menciona en el crédito fiscal **********, y la legal notificación y entrega del requerimiento en mención al actor, pues al contestar la demanda no exhibió copia certificada del requerimiento con número de emisión ********** ni las constancias de notificación correspondientes, de ahí que no existe documento alguno en que conste las diligencias de notificación del requerimiento de autoridad ya señalado, que se  ajuste a las reglas del procedimiento de notificación previstas en la norma, lo cual resulta  necesario acreditar debido a que, como ya quedó asentado con anterioridad, el acto impugnado, es el crédito fiscal  número **********, de fecha veintinueve de junio del dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********, por concepto de multas por presentar extemporáneamente las declaraciones y formularios de pago mensual a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley e Hacienda para el Estado, por los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete y enero del dos mil dieciocho, al que le precedió requerimiento número **********, que señal en el mismo crédito fiscal le fue notificado el día “10/04/2018”
Al respecto, es de tener en cuenta que la notificación personal tiene como finalidad comunicar jurídicamente al particular  las resoluciones dictadas por las autoridades, las cuales pudieran afectar sus derechos e intereses, de ahí que en función de la finalidad y los efectos jurídicos que pudieran derivarse, debe existir certeza de que el particular destinatario del acto a notificar, efectivamente tuvo conocimiento del mismo, por lo que en la diligencia de notificación se debe observar el cumplimiento de los requisitos formales establecidos en la Ley de la materia, conforme al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 

Al efecto, tocante a las notificaciones personales en materia fiscal cobra relevancia el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, que establece las reglas a las que debe ajustarse la diligencia correspondiente y cuyo normativo enseguida se transcribe para una mejor claridad del asunto.

ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente;

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado;

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos;

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo;

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

De contenido del citado artículo se obtiene que la diligencia de notificación personal se llevara a cabo en los términos siguientes:

I. El notificador se constituirá en el domicilio del interesado, de quien requerirá su presencia, y a falta de este, la de su representante legal. 

II. En caso de que el notificador no encuentre a quien deba notificar, (interesado o representante legal) le dejará citatorio en el domicilio con quien se encuentre, o en su defecto con un vecino, para que espere a una hora fija del día hábil siguiente. 

III. Además, si la persona citada o su representante legal no esperaren, se practicará la diligencia con quien se encuentre en el domicilio. Y en caso de que se negaran a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo, debiendo el notificador levantar en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos.
En el caso se tiene, que la autoridad demandada sostiene la legalidad del crédito fiscal número **********, mediante el cual se impuso a la ahora actora, multas por la cantidad total de **********, por concepto de presentar extemporáneamente la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete y enero del dos mil dieciocho, y al efecto precisa que el cumplimiento de dicha obligación le fue solicitada mediante requerimiento de autoridad número **********
Lo cierto es que la autoridad demandada al momento de contestar la demanda no exhibió el requerimiento ********** ni tampoco las constancias de las que se pruebe la notificación de dicho requerimiento a la persona moral hoy actora, que indubitablemente lleven a la certeza de la existencia y notificación del mismo.

Derivado de lo anterior, se concluye que la demandada no acredito la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, dirigido a la persona moral actora, ajustado a las formalidades que para las notificaciones personales, prevé el Código Fiscal del Estado  específicamente con la circunstanciación a que se refiere el artículo 73 del citado Código.
Consecuentemente, al no acreditar la existencia del requerimiento ya señalado, y la notificación el mismo, es de resultar fundado el cumplimiento espontaneo que hace valer la parte actora, cuando refiere que presentó de manera espontánea las declaraciones y formularios a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses de: enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete y enero del dos mil dieciocho, lo cual no fue controvertido por la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, quien únicamente refiere que la notificación del requerimiento de autoridad que menciona se realizó con apego a derecho, sin embargo no exhibió documento alguno para sustentar su afirmación.

Por lo tanto al no acreditar la existencia del requerimiento de autoridad y su lega notificación,  de conformidad con lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal del Estado, no procede ninguna multa, pues según lo establecido por el la citada disposición no se impondrán multas cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo, resultando pertinente realizar la transcripción del numeral anteriormente citado.

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 
Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditado. 

Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.”**********

Por tanto, si la autoridad demandada en el crédito fiscal impugnado, impone multa por concepto de presentar extemporáneamente la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses de enero a diciembre del dos mil diecisiete y enero de dos mil dieciocho, señalando que el cumplimiento de dicha obligación le fue solicitado mediante  requerimiento de obligaciones **********; pero no acredito de forma alguna la existencia de dicho requerimiento, como tampoco la legal notificación del mismo, resulta lógico concluir que las citadas declaraciones y formularios de pago se presentaron de manera espontánea, y que de acuerdo al numeral 146 del Código Fiscal del Estado, no procede multa alguna, por lo que es dable decretar la ilegalidad de la resolución de multas por infracciones con número de requerimiento **********, crédito fiscal número ********** de fecha veintinueve de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de de **********
En ese orden de ideas, esta Segunda Sala Unitaria determina que, los argumentos de impugnación que en este acto se analizan son suficientes para considerarlos como fundados, de acuerdo a los razonamientos expuestos, ubicándose en la causal de ilegalidad prevista por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado y por tanto, con fundamento en el artículo 251 del Código precitado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Crédito fiscal número ********** de fecha veintinueve de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de **********por concepto de multas, por no presentar la declaración y formulario a que está obligado conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado, correspondiente a los meses de: enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil diecisiete y enero de dos mil dieciocho y por consecuencia la NULIDAD del mismo, en virtud de que fue dictado en contravención a las disposiciones aplicables, en observancia al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, toda vez que en párrafos precedentes se decretó la nulidad lisa y llana del acto impugnado. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado del Segundo  Circuito, Octava Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 229 fracción IV, 248, y 249, 250 fracción IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del Crédito fiscal número ********** de fecha veintinueve de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impuso a la ahora actora multas por la cantidad total de **********, con número de requerimiento **********y en consecuencia la Nulidad total del mismo, por las razones expuestas en el considerando séptimo de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.
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